
Vistos la Ley 2/1986, de 19 de abril, del juego y apues-

tas de la Comunidad Autónoma de Andalucía, el Reglamento

de máquinas recreativas y de azar, aprobado por Decreto

491/1996, de 19 de noviembre, y demás normas de general

y especial aplicación, resuelvo desestimar el recurso interpuesto,

confirmando la resolución recurrida. 

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-

trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo

en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de

su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-

nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo

dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio,

Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. El

Secretario General Técnico, P.D. (Orden de fecha 18.6.01). Fdo.:

Rafael Cantueso Burguillos.»

Sevilla, 16 de diciembre de 2002.- El Secretario General

Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 16 de diciembre de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la adop-
tada por el Consejero de Gobernación al recurso de
alzada interpuesto por don Alan Krief, en representación
de Savi Bar, SC, contra otra dictada por el Delegado del
Gobierno en Málaga, recaída en el exp. de solicitud de
horario especial para el establecimiento Savi Bar.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de la

Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo

Común e intentada sin efecto la notificación personal al recu-

rrente Savi Bar, SC, de la resolución adoptada por el Consejero

de Gobernación al recurso administrativo interpuesto, contra

la dictada por el Delegado de Gobierno de la Junta de Andalucia

en Málaga, por la presente se procede a hacer pública la misma,

al no haberse podido practicar en su domicilio reproducién-

dose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se encuen-

tra en las dependencias del Servicio de Legislación de esta

Secretaría General Técnica (Plaza Nueva núm. 4, Sevilla),

pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a treinta de septiembre de dos

mil dos.

Visto el recurso de alzada interpuesto y con base a los

siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 9 de noviembre de 1999, el recurrente

solicitó a la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía

en Málaga, ampliación de horario especial para el estableci-

miento público “Savi Bar”, sito en Avenida Martínez Catena, 5

P.L. 13-A, 16 de Fuengirola (Málaga).

Segundo. Posteriormente con fecha 23 de octubre de 2001,

el interesado, al no haberse dictado resolución expresa, pre-

senta escrito solicitando, en aplicación del artículo 43.2 de la

Ley 30/1992, de 26 de noviembre, certificado acreditativo del

efecto estimatorio del silencio administrativo, previsto en el

artículo 43.5 de dicha norma.

Tercero. Con fecha 15 de enero de 2002, el Ilmo. Sr.

Delegado del Gobierno en Málaga remite escrito al interesado,

que le es notificado con fecha 26 de abril de 2002, en el cual

se declara no proceder a la expedición del certificado de acto

presunto que se solicitaba, informándole que los efectos del

silencio estimatorio por aplicación de la Ley 30/1992, de 26

de noviembre, en relación con el artículo 8.5 de la Orden de

fecha 14 de mayo de 1987, tiene una duración de un año, y

dado que la solicitud de dicho horario especial se presentó el

9 de noviembre de 1999 y la concesión por silencio comenzó

el 9 de febrero de 2000, finalizó el 9 de febrero de 2001.

Cuarto. Con fecha 6 de febrero de 2002, interpone recurso

de alzada contra la desestimación presunta de la petición for-

mulada, y donde solicita que se expida la certificación solici-

tada del efecto estimatorio del silencio administrativo efectuada

en el escrito de fecha 9 de noviembre de 1999.

Quinto. Con fecha 23 de mayo de 2002, interpone recurso

de alzada contra la denegación expresa del certificado de acto

presunto acreditativo del efecto estimatorio del silencio, que se

notificó con fecha 26 de abril de 2002. 

Sexto. Ante la presentación de sendos recursos de alzada,

(6 de febrero de 2002 y 23 de mayo de 2002), cuyo plantea-

miento es idéntico en ambos recursos, se procede a la acu-

mulación, de acuerdo con el artículo 73 de la Ley 30/1992,

de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las Administracio-

nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, siendo

desestimados ambos recursos mediante Resolución del Excmo.

Consejero de Gobernación de fecha 14 de junio de 2002.

Séptimo. El 30 de mayo de 2002, presenta solicitud de

ratificación de la autorización de ampliación de horario, al

amparo de lo establecido en la Disposición Transitoria Unica

de la Orden de fecha 25 de marzo de 2002.

Octavo. El 24 de junio de 2002 el Ilmo. Sr. Delegado del

Gobierno en Málaga resuelve denegar dicha ratificación, siendo

notificada dicha Resolución el 29 de julio de 2002.

Noveno. Notificada dicha resolución, el interesado inter-

pone en tiempo y forma recurso, en el que sucintamente for-

mula las siguientes alegaciones:

a) Que la solicitud de ratificación fue presentada el 30 de

mayo de 2002, y no el 4 de junio de 2002.

b) Que el horario concedido por silencio no estaba sujeto

a caducidad temporal alguna, ya que en supuestos similares

no se ha realizado reserva temporal alguna, adjuntando prueba

de ello.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley

6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la

Comunidad Autónoma, el Consejero de Gobernación es com-

petente para la resolución de los recursos de alzada interpuestos

al amparo del artículo 114 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-

bre, de régimen jurídico de las Administraciones públicas y del

procedimiento administrativo común, contra las resoluciones

de los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía.

Por Orden de 18 de junio de 2001 (BOJA núm. 79, de

fecha 12.7.01), artículo 3.4, la resolución de recursos admi-

nistrativos en el ámbito competencial de la Consejería de

Gobernación, ha sido delegada en su Secretaría General

Técnica.

II

En lo atinente a las alegaciones efectuadas por el recu-

rrente en el apartado 1.º, efectivamente la solicitud fue pre-

sentada el 30 de mayo de 2002 a través de la oficina de Correos

y Telégrafos de Fuengirola, no obstante, en cuanto al fondo del
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asunto, tal y como se relata en el apartado tercero de los ante-

cedentes, la vigencia de la autorización de horario especial con-

cedida por silencio, en aplicación de la Ley 30/1992, de 26

de noviembre, en relación con el artículo 8.5 de la Orden de

fecha 14 de mayo de 1987, tiene una duración de un año, y

dado que la solicitud de dicho horario especial se presentó el

9 de noviembre de 1999 y la concesión por silencio comenzó

el 9 de febrero de 2000, finalizó el 9 de febrero de 2001; por

lo tanto, la caducidad temporal a la que alega el recurrente,

vigencia de un año, es a la que están sujetas todas las autori-

zaciones de horario especial, vigencia que recogía el artículo

8.5 de la Orden de fecha 14 de marzo de 1987, y que ahora

establece el artículo 5.6 de la nueva Orden de fecha 25 de

marzo de 2002.

Nos encontramos, por tanto, ante una autorización de

horario especial concedida por silencio administrativo, con

vigencia hasta el 9 de febrero de 2001, que no fue objeto de

renovación, por lo que en ningún caso se puede solicitar la rati-

ficación de esa autorización con base en una Disposición

Transitoria de una Orden posterior, la de 25 de marzo de 2002,

ya que a la entrada en vigor de esta nueva Orden de fecha 1

de mayo de 2002, dicha autorización no se encontraba en vigor.

En cuanto a la prueba propuesta por el recurrente, se trata

de un certificado acreditativo de acto presunto emitido para

otra empresa, en la que se establece el sentido positivo del

silencio, la fecha a partir de la que produce efectos, pero no la

fecha final, lo cual no quiere decir que tenga vigencia ilimitada

como defiende el recurrente, sino que la limitación temporal

de dicha vigencia viene establecida por los artículos ut supra

citados.

En mérito de cuanto antecede, vista la Orden de fecha 25

de marzo de 2002, por la que se regulan los horarios de aper-

tura y cierre de los establecimientos públicos en la Comunidad

Autónoma de Andalucía, la Ley 30/1992, de 26 de noviem-

bre, del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y

del Procedimiento Administrativo Común, así como las demás

normas de especial y general aplicación, resuelvo desestimar

el recurso interpuesto, confirmando la resolución recurrida.

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-

trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo

en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de

su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-

nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo

dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio,

reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa. EL

Secretario General Técnico, P.D. (Orden de fecha 18.6.01). Fdo.:

Rafael Cantueso Burguillos.»

Sevilla, 16 de diciembre de 2002.- El Secretario General

Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 16 de diciembre de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la adop-
tada por el Consejero de Gobernación al recurso de
alzada interpuesto por doña María José del Campo
Candalija, contra otra dictada por el Delegado del
Gobierno en Sevilla, recaída en el exp. CSM 182/00 AC.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de la

Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo

Común e intentada sin efecto la notificación personal a la recu-

rrente doña María José del Campo Candalija de la resolución

adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso admi-

nistrativo interpuesto, contra la dictada por el Delegado de

Gobierno de la Junta de Andalucia en Sevilla, por la presente

se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido

practicar en su domicilio reproduciéndose a continuación el

texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se encuen-

tra en las dependencias del Servicio de Legislación de esta

Secretaría General Técnica (Plaza Nueva núm. 4, Sevilla),

pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por doña M.ª José

del Campo Candalija, con número de DNI 28.703.248-F, y domi-

cilio, a efectos de notificaciones, en Avda. de las Ciencias, Edif.

Navieste, bloque 8 - 1, 41020 de Sevilla, contra resolución de

la Delegación del Gobierno en Sevilla, de fecha 3 de octubre

de 2000, recaída en expediente sancionador CSM 182/00 AC.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Como consecuencia del expediente instruido regla-

mentariamente se dictó la resolución que ahora se recurre, en

la que se sanciona a doña María José del Campo Candalija

con la sanción de seiscientos un euros con un céntimo (601,01

euros), incoado por acuerdo del Delegado del Gobierno en

Sevilla con ocasión del escrito remitido por la Omic del Excmo.

Ayuntamiento de Sevilla por el que se remite Parte de denun-

cia de la Policía Local núm. 14522, de fecha 22 de noviembre

de 1999, en el que por los agentes actuantes queda adverado

que en las oficinas de la agencia de seguros, sita en la la Avda.

de las Ciencias, Edificio Novieste, bloque 8 - local 1, de Sevilla,

de la que es titular la interesada, se negaron las preceptivas

hojas de reclamaciones que fueron solicitadas por un usuario.

Segundo. Contra dicha resolución se interpuso en tiempo

y forma recurso de alzada en el que la recurrente se reitera en

las alegaciones vertidas en el curso del procedimiento, que ya

fueron desestimadas y que en síntesis son:

Por la actividad que desarrolla, en su condición de agente

de seguros no está obligada a disponer de hojas de reclama-

ciones, aunque dispone de ellas, reconociendo no haberlas

facilitado al serle requeridas por el motivo expuesto, esto es,

porque no está obligada a tenerlas. Más aún considera que la

norma no recoge como infracción la negativa a facilitar las pre-

ceptivas hojas de reclamaciones, vulnerándose de esta forma

en la resolución recurrida el principio de tipicidad consagrado

en el artículo 25.1 de la Constitución.

Asimismo considera que no procede imputar a la intere-

sada el hecho de no haber aportado pruebas justificativas de

sus alegaciones, ya que esta Administración no procedió a la

apertura del correspondiente periodo probatorio, por tanto la

ausencia de toda prueba de dicha prueba de cargo determina

la nulidad de la sanción y su falta de legitimidad

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,

por delegación del Ilmo. Sr. Consejero, para conocer y resolver

el presente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos

114.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento

Administrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,

del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma

de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente 6/2000,

de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías; el Decreto

138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba la Estructura

Orgánica de la Consejería de Gobernación, modificado por

Decreto 373/2000, de 16 de mayo; la Orden de fecha 11 de

diciembre de 1998, por la que se delegan competencias en

diversas materias en distintos órganos de la Consejería (BOJA

núm. 2, de 5 de enero de 1999), así como la Orden de fecha

18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias en

diversas materias en los órganos de la Consejería. 
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